TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL - FAMILIA
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos
Pereira, veintiséis de junio de dos mil nueve.

Acta No. 283 del 26 de junio de 2009.

Expediente 66001-31-03-002-2009-00131-01
Se decide la impugnación que interpuso la demandada frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en la acción de tutela que instauró Gerardo de Jesús Aricapa Bermúdez contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Unidad Territorial Risaralda.

ANTECEDENTES

Se nota que el escrito de tutela presentado por el demandante corresponde a un formato preelaborado en el que pretende dar cuenta de la situación en que él y otras personas se encuentran por el desplazamiento forzado y las necesidades que actualmente tienen; sin embargo, para lo que interesa a su caso particular, los hechos que soportan la acción pueden resumirse así:

Con su grupo familiar se halla en situación de desplazamiento e inscrito en el Registro Único de Población Desplazada; Acción Social no ha entregado la ayuda humanitaria de emergencia como corresponde;  según la sentencia 278 de 2007 no es suficiente que tal ayuda se entregue por tres meses prorrogables, porque en tal forma no se alcanza a remediar la grave vulneración de los derechos fundamentales de las personas que se encuentran en su  situación; el 25 de agosto de 2007 elevó petición a la Presidencia de la República pidiendo la prórroga de la ayuda humanitaria y le respondieron que era necesario practicar una visita que no se ha realizado.  Explicó que recibió la primera ayuda humanitaria pero requiere que se le siga aportando hasta cuando pueda autosostenerse y que tuvo que acudir a la acción de tutela porque en muchas oportunidades ha solicitado directamente a Acción Social y no ha obtenido respuesta. 
Considera vulnerados su derecho a la vida digna y pide se ordene a la entidad demandada dar cumplimiento a la sentencia C-278 de 2007, para lo cual debe otorgársele la ayuda que reclama de manera adicional.

ACTUACIÓN PROCESAL

La acción correspondió al Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira que la admitió por auto del 4 de mayo de este año y dispuso las notificaciones de rigor.

La subdirectora de atención a la población desplazada de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, refirió, en síntesis, que el demandante está inscrito en el Registro Único de Población Desplazada y le han suministrado todos los componentes de la ayuda humanitaria de emergencia; que para su prórroga deben verificarse las condiciones particulares del accionante, para lo cual es necesario programar una entrevista y en tal forma determinar si persiste el real estado de vulnerabilidad. Solicita se informe al peticionario que debe acercarse a sus instalaciones para programar la realización de una visita domiciliaria.

La instancia culminó con sentencia del 14 de mayo último en la que se concedió la protección a los derechos a la vida digna, trabajo y vivienda digna del actor y se ordenó a la Agencia Presidencial para la Acción Social coordinar con “FONVIVIENDA, Ministerio de Hacienda y Crédito Público y demás entidades públicas y privadas, en lo que a cada una de ellas se les ha asignado para proteger los derechos de la accionante como desplazada” e iniciar las acciones para atender de manera prioritaria las necesidades de vivienda del peticionario y lo incluya en programas de capacitación laboral así como el otorgamiento de ayuda humanitaria y subsidio de arrendamiento prorrogados.
Consideró la funcionaria de la primera sede que la entidad accionada no había cumplido con las obligaciones que la ley le impone frente al actor y el solo hecho de aparecer con su grupo familiar como desplazado lo hace merecedor a todas las prerrogativas ofrecidas por el gobierno.

La Subdirectora de Atención a la Población Desplazada de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, inconforme con esa decisión la impugnó. En términos generales fundamenta su alegato en que la entidad tiene competencias definidas por la ley como la entrega de ayuda humanitaria de emergencia, el registro de población desplazada y la coordinación del sistema de atención a ese sector; que en el caso concreto se ha actuado conforme a derecho; que para recibir los beneficios que otorga la Ley 387 de 1997 y sus decretos reglamentarios no es requisito interponer acción de tutela sino acudir directamente a las entidades encargadas de ello; que las ayudas humanitarias no pueden otorgarse de manera indefinida a las personas que se hallen en dicha condición y la prórroga se encuentra sujeta a condiciones como la entrevista domiciliaria, que debe realizarse al grupo familiar para verificar las condiciones de vulnerabilidad que permitan definir su necesidad.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Pretende el demandante se ordene a la entidad demandada la prórroga en la ayuda humanitaria que requiere por su condición de desplazado, en los términos de la sentencia C-278 de 2007.

En su jurisprudencia la Corte Constitucional ha enseñado que la entrega de la ayuda humanitaria de emergencia o su respectiva prórroga a la población desplazada, hace parte de sus derechos fundamentales y la ha definido, así:

“… la asistencia humanitaria es un conjunto de actividades a cargo del Estado dirigidas a proporcionar socorro a las personas desprotegidas en casos de desastres naturales, hambruna, terremotos, epidemias y conflicto armado interno. Por tal motivo, dada su gran importancia, ha sido considerada como un “derecho de solidaridad de tercera generación”, reconocido principalmente en instrumentos internacionales de derechos humanos que hacen parte del Bloque de Constitucionalidad y que encuentran su fundamento en principios constitucionales tales como el Estado social de derecho, la dignidad humana, y en derechos fundamentales que se encuentran íntimamente ligados como la vida, la dignidad humana, mínimo vital, la salud, la vivienda, entre otros.

“En suma, la asistencia humanitaria en términos generales debe ser entendida como un derecho radicado en cabeza de la población civil, consistente en la facultad de reclamar del Estado la ayuda necesaria para salir de la situación de emergencia en la que se encuentran los Ciudadanos como consecuencia de causas naturales o humanas.

En el caso de los desplazados por los grupos al margen de la ley, su finalidad es otorgarles el auxilio que requieren para atender sus necesidades básicas de alimentación, salud, alojamiento, entre otras, que les permitan satisfacer sus necesidades más apremiantes.

En relación con el término durante el cual se tiene derecho a la asistencia humanitaria, el artículo 15 de la Ley 387 de 1997 lo establecía en tres meses, prorrogables por otros tres más, pero la Corte Constitucional, en  sentencia C-278 de 2007 declaró la exequibilidad condicionada de esa disposición, bajo el entendido de que la asistencia sería prorrogable, hasta tanto el afectado se encuentre en condiciones de asumir su propio sostenimiento. En ese fallo, se expresó: 

“Si bien es conveniente que la referencia temporal exista, debe ser flexible, sometida a que la reparación sea real y los medios eficaces y continuos, de acuerdo a las particularidades del caso, hasta salir de la vulnerabilidad que atosiga a la población afectada, particularmente en esa primera etapa de atención, en la cual se les debe garantizar condiciones de vida digna que hagan viable parar el agravio, en tránsito hacia una solución definitiva mediante la ejecución de programas serios y continuados de estabilización económica y social.

 

“Teniendo en cuenta, entonces, que el estatus de desplazado no depende del paso del tiempo sino de una condición material, dichos programas sólo pueden iniciarse cuando exista plena certeza de que el desplazado tiene satisfecho su derecho a la subsistencia mínima, al haber podido suplir sus necesidades más urgentes de alimentación, aseo personal, abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas, aspectos a los que apunta este componente de atención de acuerdo con lo estipulado en el artículo 15 de la ley 387 de 1997”

Frente al caso particular de la prórroga, la petición debe ser evaluada en cada evento para determinar si el afectado puede o no sostenerse por su propia cuenta, de acuerdo con los parámetros señalados en la última  providencia que se ha citado, y requerirá una respuesta oportuna de Acción Social, que de ser positiva, ha de señalar la fecha cierta en que se hará la respectiva entrega. 

En el caso concreto se demostró con la declaración que en el curso de esta instancia rindió el demandante, que con motivo de las solicitudes de ayuda humanitaria que ha elevado, la entidad demandada se la brindó en materia de arrendamiento, mercados, utensilios de uso personal y además dinero efectivo para iniciar un proyecto productivo, el que invirtió en la compra de planes telefónicos para ofrecerlos por minutos y para cancelar el valor de arrendamientos adeudados, comida y transporte en busca de trabajo y que solicitó se le prorrogara para “montar una revueltería”, pero se la negaron porque ya le habían otorgado el auxilio para ese fin y que con posterioridad no ha elevado nueva petición.
Se deduce de tales afirmaciones que el actor no ha dirigido solicitud formal a la entidad demandada para obtener la prórroga de la ayuda humanitaria que reclama por vía de tutela. En efecto, su primera petición fue atendida debidamente, y la segunda, consistente en un nuevo auxilio para un proyecto productivo, se le negó porque con tal fin se le había hecho la entrega de un dinero que destinó para otros menesteres y la que de manera específica hace relación con la adicional colaboración, se dirigió al Presidente de la República, como lo acredita el documento que se aportó con la demanda.

Surge de lo expuesto, que ante Acción Social el actor no ha elevado petición para solicitar lo que pretende se le decida por este medio excepcional de protección y en esas condiciones, no pueden avalarse las decisiones adoptadas en primera instancia que además vincula a entidades que no fueron citadas al proceso como parte y por ende, no pudieron ejercer su derecho de defensa.

En consecuencia, la sentencia bajo estudio será revocada y en su lugar se negará la tutela reclamada.
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1º.- REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el pasado 14 de mayo, en el proceso de tutela instaurado por Gerardo de Jesús Aricapa Bermúdez contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, Risaralda. 
2º.- NEGAR el amparo solicitado

3º.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

4º.- Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS          
GONZALO FLÓREZ MORENO 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

� Sentencia T-1094 de 2007, MP. Humberto Antonio Sierra Porto
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